
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley que crea el Fideicomiso que 
administrará el fondo para el fortalecimiento de sociedades y cooperativas de ahorro y préstamo de apoyo  
a sus ahorradores. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO 
QUE ADMINISTRARÁ EL FONDO PARA EL FORTALECIMIENTO DE SOCIEDADES Y COOPERATIVAS 

DE AHORRO Y PRÉSTAMO DE APOYO A SUS AHORRADORES 

Artículo Único.- Se reforman la fracción X del artículo 2o.; la fracción I del artículo 7o., y la fracción V del 
artículo 8o., para quedar: 

Artículo 2o.- ............................................................................................................................................  

I. a IX. ......................................................................................................................................................  

X. Trabajos de Auditoría Contable: a los trabajos de análisis y evaluación de los estados financieros de 
una sociedad cuyos ahorradores sean sujetos de apoyo en los términos de esta Ley, los cuales deberán ser 
pagados con recursos públicos provenientes de las entidades federativas en las que se ubiquen dichas 
sociedades; estos trabajos deberán realizarse con apego a los principios de contabilidad generalmente 
aceptados, y con base en normas de auditoría generalmente aceptadas, y 

XI. ............................................................................................................................................................  

Artículo 7o.- ............................................................................................................................................  

I. Sociedades de Tipo "I": a) Sociedades de Ahorro y Préstamo que se hayan constituido conforme a la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, y que ya no realicen operaciones activas ni 
pasivas; b) Sociedades Cooperativas que cuenten con secciones de ahorro y préstamo que se hayan 
organizado conforme a la Ley General de Sociedades Cooperativas, y que ya no realicen operaciones activas 
ni pasivas; c) Asociaciones y Sociedades Civiles que hayan realizado actividades de captación de recursos de 
sus integrantes para su colocación entre éstos, que ya no realicen operaciones activas ni pasivas; 
d) Sociedades de Solidaridad Social a que hace referencia la Ley de Sociedades de Solidaridad Social, 
que hayan realizado actividades de captación de recursos de sus integrantes para su colocación entre éstos, 
que ya no realicen operaciones activas ni pasivas. 

En los casos a los que se refieren los incisos c) y d) se requerirá adicionalmente que durante el tiempo en 
que realizaron dichas operaciones, hayan observado el primer párrafo del artículo 38-P de la Ley General de 
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, en lo referente al número de integrantes o el monto de 
activos señalados en las Reglas Generales emitidas por la Secretaría, es decir, que indistintamente se cumpla 
con el requisito de que el número total de sus socios no fue superior a quinientos sin importar el monto total de 
sus activos, o bien, habiendo sido este número mayor, el monto de sus activos no excedió el millón y medio 
de pesos; 

Para efectos de las sociedades señaladas en los incisos c) y d) anteriores, también serán Sociedades 
Objeto de esta Ley, las que hayan solicitado autorización a la Secretaría para constituirse y operar como 
sociedades de ahorro y préstamo. 

II. .............................................................................................................................................................  

Artículo 8o.- ............................................................................................................................................  

I. a IV. ......................................................................................................................................................  

V. Tratándose de sociedades cuyos Ahorradores sean sujetos de apoyo conforme a lo establecido en el 
artículo 1o., fracción II, de esta Ley, éstas deberán acreditar haber iniciado los trámites para efectuar los 
Trabajos de Auditoría Contable con el propósito de determinar su insolvencia a más tardar el 1o. de junio del 
2004 en el caso de las sociedades señaladas en el artículo 7 fracción I; en el caso de las sociedades 



señaladas en la fracción II del citado artículo, éstas deberán acreditar haber iniciado los Trabajos de 
Consolidación antes del 31 de marzo del 2004. 

.................................................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

VI. .......................................................................................................................................................... " 

Transitorios 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

SEGUNDO.- Se reconoce la labor del Gobierno Federal a través de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, la que ha destinado recursos desde el año 2000 para apoyar los gastos operativos del Fideicomiso 
Cajas de Ahorro, constituido el 13 de julio del año 2000 en Nacional Financiera, S.N.C., Institución de Banca 
de Desarrollo, con el objeto de recuperar los bienes relacionados con los procesos judiciales y administrativos 
que se han instaurado y que se instauren con motivo de ilícitos cometidos en perjuicio de los ahorradores de 
las 25 cooperativas Cajas Populares de Ahorro a que se refiere el Contrato del Fideicomiso Cajas de Ahorro, 
para proceder a su venta con el fin de que con dichos recursos se resarza a los ahorradores mencionados. 

En ese tenor, con el objeto de que se continúe con la labor del Fideicomiso Cajas de Ahorro y se cuente 
con los recursos necesarios para la recuperación de los bienes a que se refiere el párrafo anterior, así como 
para el cumplimiento de su objeto y su operación, el Fideicomiso con cargo a su patrimonio realizará las 
aportaciones de recursos necesarias hasta por un monto de 16 millones de pesos durante el año 2004. 

Al respecto, la aportación al Fideicomiso Cajas de Ahorro de recursos señalados en el párrafo anterior por 
parte del Fideicomiso se realizará sin responsabilidad u obligaciones adicionales para éste y sin necesidad de 
que su Comité Técnico deba valorar o determinar ex ante sobre su procedencia. 

Para garantizar la continuidad de la operación del Fideicomiso Cajas de Ahorro: 

I. El Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, preverá, conforme a 
sus disponibilidades, los recursos para que se continúe con los fines de Fideicomiso Cajas de Ahorro: 

a) En el caso de que los fines del Fideicomiso Cajas de Ahorro no se hubieren alcanzado en su totalidad 
con los recursos antes señalados,  

b) En el supuesto de que, después de los diversos procesos judiciales y administrativos que se han 
instaurado y que se instauren con motivo de ilícitos cometidos en perjuicio de los ahorradores de las 25 
cooperativas Cajas Populares de Ahorro a que se refiere el Contrato del Fideicomiso Cajas de Ahorro, los 
bienes asegurados o decomisados puedan integrarse al patrimonio del Fideicomiso Cajas de Ahorro. 

II. El producto de los bienes asegurados, decomisados o abandonados relacionados con los procesos 
judiciales y administrativos que se han instaurado y que se instauren con motivo de ilícitos cometidos en 
perjuicio de los ahorradores de las 25 cooperativas Cajas Populares de Ahorro a que se refiere el Contrato del 
Fideicomiso Cajas de Ahorro se destinará al propio Fideicomiso Cajas de Ahorro, y, en caso de existir 
excedentes, a resarcir el monto aportado por el Fideicomiso. 

El Fideicomiso y el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes otorgarán al Fideicomiso Cajas de 
Ahorro apoyo y asesoría gratuita, con los medios y recursos a su alcance, a efecto de que este último esté en 
posibilidad de cumplir con su objeto. 

TERCERO.- El período durante el cual operará el Fideicomiso y que está referido en el Artículo Tercero 
Transitorio del Decreto por el que se expidió la presente Ley, se prorrogará hasta el año 2006 o cuando se 
extinga su patrimonio en términos de la misma, lo que ocurra primero. 

México, D.F., a 28 de diciembre de 2003.- Dip. Juan de Dios Castro Lozano, Presidente.- Sen. Enrique 
Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Marcos Morales Torres, Secretario.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, 
Secretaria.- Rúbricas". 



En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del mes de enero de 
dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago Creel Miranda.- 
Rúbrica. 

DECRETO por el que se reforma el artículo 49 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMA EL ARTÍCULO 49 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

ÚNICO.- Se reforma el artículo 49 de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 49.- La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 

Financieros, las instituciones de crédito o las sociedades a que se refiere la fracción IV del artículo 103 de 

esta Ley, podrán solicitar al Banco de México se evalúe si existen o no condiciones razonables de 

competencia en materia de comisiones o tarifas, respecto de operaciones activas, pasivas y de servicios de 

las citadas entidades financieras. 

Al efecto, el Banco de México podrá también actuar de oficio, y deberá solicitar en un plazo no mayor a 60 

días naturales la opinión de la Comisión Federal de Competencia para que ésta, en términos de la Ley que la 

rige, determine entre otros aspectos, si existe o no competencia efectiva y los mercados relevantes 

respectivos. 

Con base en la opinión de la citada comisión, el Banco de México, en su caso, tomará las medidas 

regulatorias pertinentes, las que se mantendrán sólo mientras subsistan las condiciones que las motivaran.  

En la regulación, Banco de México establecerá las bases para la determinación de dichas comisiones  

y tarifas, así como mecanismos de ajuste y periodos de vigencia. 

El Banco de México o las entidades sujetas a dicha regulación, podrán solicitar a la Comisión Federal de 

Competencia que emita opinión sobre la subsistencia de las condiciones que motivaron la regulación. 

Independientemente de las sanciones previstas en esta Ley, el Banco de México podrá suspender 

operaciones con las instituciones que infrinjan lo dispuesto en este artículo. 

Lo dispuesto en este artículo no impide que el Banco de México ejerza en cualquier momento las 

facultades a que se refiere el artículo 48 de esta Ley, así como las previstas en la Ley de Banco de México 

respecto a comisiones y tarifas. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  

de la Federación. 

México, D.F., a 22 de diciembre de 2003.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Juan de 

Dios Castro Lozano, Presidente.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretario.- Dip. Marcos Morales 

Torres, Secretario.- Rúbricas." 



En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del mes de enero de 

dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago Creel Miranda.- 

Rúbrica. 

DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito; de la 
Ley de Ahorro y Crédito Popular; de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro; de la Ley Federal de 
Instituciones de Fianzas; de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros; de la Ley del 
Mercado de Valores; de la Ley de Sociedades de Inversión, y de la Ley General de Organizaciones y Actividades 
Auxiliares del Crédito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A: 

SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE INSTITUCIONES 
DE CRÉDITO; DE LA LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR; DE LA LEY DE LOS SISTEMAS DE 
AHORRO PARA EL RETIRO; DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS; DE LA LEY 

GENERAL DE INSTITUCIONES Y SOCIEDADES MUTUALISTAS DE SEGUROS; DE LA LEY DEL 
MERCADO DE VALORES; DE LA LEY DE SOCIEDADES DE INVERSIÓN, Y DE LA LEY GENERAL 

DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO 

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMA el artículo 115, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho 
artículo 115 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar 
como sigue: 

ARTÍCULO 115.- .....................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

Las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, en términos de las disposiciones 
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones 
que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que realicen los miembros del consejo de administración, directivos, 
funcionarios, empleados y apoderados, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y bancarias que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad 
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 



Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de crédito y sociedades financieras de 
objeto limitado deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas instituciones y sociedades deban recabar para la apertura 
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite 
plenamente la identidad de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas instituciones y sociedades deberán resguardar y garantizar la seguridad de 
la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, 
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones y sociedades sobre la 
materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, 
señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado deberán conservar, por al menos 
diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo 
establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto 
limitado, quienes estarán obligadas a entregar información y documentación relacionada con los actos, 
operaciones y servicios a que se refiere este artículo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará 
facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información 
a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en los artículos 117 y 118 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, así como por los miembros del consejo de 
administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades 
como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que 
mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 110 de la presente Ley, con multa de 
hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las instituciones de crédito y sociedades 
financieras de objeto limitado, así como a los miembros del consejo de administración, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados respectivos, y a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, 
ocasionen o intervengan para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten 
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo 25 de 
esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, las instituciones de crédito y sociedades financieras de objeto limitado, sus miembros 
del consejo de administración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar 
noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas 
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o 
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos 
de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMA el artículo 124, y el artículo 130 fracciones XIV, segundo párrafo, 
y XV, segundo párrafo, y se ADICIONA el artículo 130 con una fracción XVI de la Ley de Ahorro y Crédito 
Popular, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 124.- Las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, en términos de las disposiciones 
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la 



Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones 
que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus Socios y Clientes, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso pudiese contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
administrador, comisario, directivo, funcionario, empleado, apoderado o algún miembro del Comité de 
Supervisión. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la 
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares 
deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus Socios y Clientes, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas Cooperativas y Sociedades deban recabar para la apertura 
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite 
plenamente la identidad de sus Socios y Clientes; 

c. La forma en que las mismas Cooperativas y Sociedades deberán resguardar y garantizar la seguridad 
de la información y documentación relativas a la identificación de sus Socios y Clientes o quienes lo hayan 
sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las Cooperativas y Sociedades Financieras 
Populares sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el 
presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares deberán conservar, por al menos diez años, la 
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en 
éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos, 
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las Cooperativas y Sociedades 
Financieras Populares estarán obligadas a proporcionar dicha información y documentación. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 34 de esta Ley. 

Las reglas y los lineamientos que de ellas deriven a que se refiere este artículo deberán ser observadas 
por las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, así como por los miembros del consejo de 
administración, administradores, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, 
así como por los miembros del Comité de Supervisión, por lo cual, tanto las Cooperativas y Sociedades como 
las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante 
dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 126 de la presente Ley, con la multa 
establecida por el artículo 130 fracción XVI de esta Ley. 



Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, 
como a los miembros del consejo de administración, administradores, miembros del Comité de Supervisión, 
comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y 
morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras 
incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo 
previsto en el artículo 122 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, las Cooperativas y Sociedades Financieras Populares, los miembros de sus consejos 
de administración, administradores, comisarios, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, así como 
los miembros del Comité de Supervisión, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás 
documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas 
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e 
información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO 130.- .....................................................................................................................................  

I. a XIII. ....................................................................................................................................................  

XIV. .........................................................................................................................................................  

Igual sanción se impondrá a la Federación o Confederación que por cualquier medio impida que el 
contralor normativo realice sus funciones de conformidad a lo previsto en esta Ley. 

XV. ..........................................................................................................................................................  

Igual sanción se impondrá a las Entidades que no cumplan con lo dispuesto en el último párrafo del 
artículo 105, estableciendo de forma clara y visible en sus sucursales, oficinas, en su publicidad y en toda la 
documentación que utilicen para instrumentar sus operaciones, que no contarán con la protección de dicho 
Fondo, hasta en tanto no hayan realizado las aportaciones al mismo durante el plazo a que se refiere 
dicho párrafo, y 

XVI. De 1,000 a 5,000 días de salario a la Entidad que incumpla con las disposiciones de carácter general 
a que se refiere el artículo 124 de esta Ley. 

ARTÍCULO TERCERO.- Se ADICIONAN los artículos 100, con una fracción XXVII, pasando la actual 
fracción XXVII a ser fracción XXVIII, y el artículo 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, 
para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 100. .......................................................................................................................................  

I. a XXVI. .................................................................................................................................................  

XXVII. Multa de dos mil a veinte mil días de salario a la administradora que incumpla con las disposiciones 
de carácter general a que se refiere el artículo 108 Bis de esta Ley; 

XXVIII. Las infracciones a cualesquiera de las normas de esta Ley, de las leyes de seguridad social, así 
como las disposiciones que de ellas emanen en relación con los sistemas de ahorro para el retiro y que no 
tengan sanción especialmente señalada en este artículo serán sancionadas con multa de un mil a veinte mil 
días de salario. 

ARTÍCULO 108 BIS.- Las administradoras, en términos de las disposiciones de carácter general que 
emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión, estarán 
obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 



señaladas en la misma, que realice o en la que intervengan algún miembro del consejo de administración, 
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la 
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las administradoras deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar 
los antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas administradoras deban recabar para la apertura de cuentas 
o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente 
la identidad de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas administradoras deberán resguardar y garantizar la seguridad de la 
información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, 
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las administradoras sobre la materia objeto de 
este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, señalarán los 
términos para su debido cumplimiento. 

Las administradoras deberán conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se 
refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere 
la fracción II de este artículo. Las administradoras estarán obligadas a proporcionar dicha información y 
documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información 
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 
obligación de confidencialidad legal. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
administradoras, así como por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, 
funcionarios, empleados y apoderados, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán 
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión, conforme 
al procedimiento previsto en el artículo 99 de la presente Ley, con la multa establecida por el artículo 100, 
fracción XXVII, de esta Ley. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las administradoras, como a sus miembros del 
consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, así 
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que 
dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de 
lo anterior, la Comisión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto 
en el artículo 52 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión, las 
administradoras, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e 
información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente 
en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación 
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el artículo 91 de la Ley de Sociedades de Inversión, para quedar 
como sigue: 



ARTÍCULO 91.- Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de 
sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, en términos de las disposiciones 
de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la 
Comisión, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad 
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las sociedades operadoras de sociedades de inversión, 
distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, deberán 
observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas sociedades y distribuidoras deban recabar para la apertura 
de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite 
plenamente la identidad de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas instituciones y sociedades y distribuidoras deberán resguardar y garantizar 
la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o 
quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente 
artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las sociedades y distribuidoras sobre la 
materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, 
señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de 
inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, deberán conservar, por al menos diez años, la 
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en 
éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de 
la Comisión, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la 
fracción II de este artículo. Las sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones 
de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, estarán obligadas a proporcionar dicha 
información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo. 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras 
personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 55 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
sociedades operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, 



en su caso, las sociedades de inversión, así como por los miembros del consejo de administración, 
administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades 
como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que 
mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión conforme al 
procedimiento previsto en el artículo 84 de la presente Ley, con multa de hasta 100,000 días de salario 
mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las sociedades operadoras de sociedades de 
inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso, las sociedades de inversión, 
como a los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y 
apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, ocasionen o 
intervengan para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la 
misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder 
conforme a lo previsto en el artículo 80 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión, las sociedades 
operadoras de sociedades de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades de inversión y, en su caso, 
las sociedades de inversión, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, 
funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás 
documentación e información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas 
expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e 
información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el artículo 52 Bis 4 de la Ley del Mercado de Valores, para quedar 
como sigue: 

ARTÍCULO 52 BIS 4.- Las casas de bolsa y especialistas bursátiles, en términos de las disposiciones de 
carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones 
que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
administrador, directivo, funcionario, empleado o apoderado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y bursátiles que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad 
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán 
observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas casas de bolsa y especialistas bursátiles, deban recabar 
para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas 
presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 



c. La forma en que las mismas casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán resguardar y garantizar 
la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o 
quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente 
artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las casas de bolsa y especialistas bursátiles, 
sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el presente 
artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las casas de bolsa y especialistas bursátiles, deberán conservar, por al menos diez años, la información y 
documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros 
ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos, 
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las casas de bolsa y especialistas 
bursátiles estarán obligados a proporcionar dicha información y documentación. La Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras personas con el mismo fin y a 
proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a lo 
establecido en el artículo 25 de esta Ley. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las casas 
de bolsa y especialistas bursátiles, así como por los miembros del consejo de administración, administradores, 
directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las 
personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas 
disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 50 Bis de la presente Ley, con multa 
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas a las casas de bolsa y especialistas bursátiles, como a los 
miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados y 
personas físicas y morales, que en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas 
entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio de lo 
anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá 
proceder conforme a lo previsto en el artículo 42 de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, las casas de bolsa y especialistas bursátiles, sus miembros del consejo de 
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse 
de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas 
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o 
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos 
de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SEXTO.- Se REFORMA el artículo 112, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho 
artículo 112 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, para quedar 
como sigue: 

ARTÍCULO 112.- .....................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, en términos de las disposiciones de carácter general 
que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten 
aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 



II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiera ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la 
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, 
deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deban 
recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que 
ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deberán resguardar 
y garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y 
usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme 
al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones de fianzas y los agentes de 
fianzas, sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se refiere el 
presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, deberán conservar, por al menos diez años, la 
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en 
éste u otros ordenamientos aplicables. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para 
requerir y recabar, por conducto de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, información y documentación 
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las 
instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, quienes estarán obligados a proporcionar dicha información 
y documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información 
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual, ni a lo establecido por el artículo 126 de esta Ley, ni a lo dispuesto en 
materia del secreto propio de las operaciones a que se refiere el artículo 46 fracción XV, en relación con los 
artículos 117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito. Las disposiciones de carácter general a que se 
refiere este artículo deberán ser observadas por las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, así 
como por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, 
factores y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán 
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas conforme al procedimiento previsto en el artículo 110 de la presente Ley, con multa 
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 



Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, 
como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, 
factores y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, 
hayan ocasionados o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten 
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, 
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en los artículos 82 y 87 
de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
de Seguros y Fianzas, las instituciones de fianzas y los agentes de fianzas, sus miembros del consejo de 
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados, deberán 
abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, 
a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para 
requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será 
sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA el artículo 140, párrafos tercero al sexto, y se ADICIONA dicho 
artículo 140 con los párrafos séptimo al duodécimo de la Ley General de Instituciones y Sociedades 
Mutualistas de Seguros, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 140.- .....................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, en términos de las 
disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la 
previa opinión de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, estarán obligadas, en adición a cumplir con las 
demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
directivos, funcionarios, empleados y apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la 
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las instituciones y sociedades mutualistas de seguros 
y los agentes de seguros deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas instituciones, sociedades y agentes deban recabar para la 
apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que 
acredite plenamente la identidad de sus clientes; 



c. La forma en que las mismas instituciones, sociedades y agentes deberán resguardar y garantizar la 
seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes 
lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente 
artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las instituciones y sociedades mutualistas de 
seguros y agentes de seguros sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general 
a que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros deberán conservar, por al 
menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio 
de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, información y documentación relacionada con los actos, 
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las instituciones y sociedades 
mutualistas de seguros y los agentes de seguros, estarán obligados a proporcionar dicha información y 
documentación. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información 
adicional de otras personas con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual, ni a lo dispuesto en materia del secreto propio de las operaciones a que se 
refiere el artículo 46 fracción XV, en relación con los artículos 117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, así como por los miembros del 
consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados 
respectivos, por lo cual, tanto las instituciones y sociedades como las personas mencionadas serán 
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas conforme al procedimiento previsto en el artículo 138 de la presente Ley, con multa 
de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y 
los agentes de seguros, así como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, 
funcionarios, empleados, factores y apoderados y personas físicas y morales, que en razón de sus actos, 
hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten 
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, 
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en los artículos 23 y 31 
de esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional de 
Seguros y Fianzas, las instituciones y sociedades mutualistas de seguros y los agentes de seguros, sus 
miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y 
apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que 
se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los 
ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación a 
estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO OCTAVO.- Se REFORMA el artículo 95, párrafos cuarto al séptimo, se ADICIONA dicho 
artículo 95 con los párrafos octavo al décimo tercero, y el artículo 95 Bis de la Ley General de Organizaciones 
y Actividades Auxiliares del Crédito, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 95.- .......................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

.................................................................................................................................................................  

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, en términos de las disposiciones de carácter 
general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les 
resulten aplicables, a: 



I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiese ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales y financieras que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la 
periodicidad y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio 
deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 

b. La información y documentación que dichas organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio 
deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de contratos relativos a las operaciones y servicios 
que ellas presten y que acredite plenamente la identidad de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio deberán 
resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación relativas a la identificación de sus 
clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados 
conforme al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las organizaciones auxiliares del crédito y 
casas de cambio sobre la materia objeto de este artículo. Las disposiciones de carácter general a que se 
refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido cumplimiento. 

Las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio deberán conservar, por al menos diez años, la 
información y documentación a que se refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en 
éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, información y documentación relacionada con los actos, 
operaciones y servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las organizaciones auxiliares del crédito 
y casas de cambio, quienes estarán obligadas a proporcionar dicha información y documentación. La 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para obtener información adicional de otras fuentes 
con el mismo fin y a proporcionar información a las autoridades competentes. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, así como por los miembros del consejo de 
administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados respectivos, por lo cual, 
tanto las entidades como las personas mencionadas serán responsables del estricto cumplimiento de las 
obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 



La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores conforme al procedimiento previsto en el artículo 88 de la presente Ley, con multa de 
hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las organizaciones auxiliares del crédito y casas de 
cambio, así como a sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, 
empleados y apoderados respectivos, así como a las personas físicas y morales que, en razón de sus actos, 
hayan ocasionado o intervenido para que dichas entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten 
responsables de la misma. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo 74 de 
esta Ley. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cambio, sus miembros del consejo 
de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados y apoderados, deberán abstenerse de 
dar noticia de los reportes y demás documentación e información a que se refiere este artículo, a personas 
o autoridades distintas a las facultadas expresamente en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o 
conservar tal documentación e información. La violación a estas obligaciones será sancionada en los términos 
de las leyes correspondientes. 

ARTÍCULO 95 BIS.- Las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los 
transmisores de dinero, en términos de las disposiciones de carácter general que emita la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, escuchando la previa opinión del Servicio de Administración Tributaria, estarán 
obligadas, en adición a cumplir con las demás obligaciones que les resulten aplicables, a: 

I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que 
pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la comisión del delito 
previsto en el artículo 139 del Código Penal Federal o que pudieran ubicarse en los supuestos del artículo 
400 Bis del mismo Código, y 

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conducto del Servicio de Administración 
Tributaria, reportes sobre: 

a. Los actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y usuarios, relativos a la fracción 
anterior, y 

b. Todo acto, operación o servicio, que pudiesen ubicarse en el supuesto previsto en la fracción I de este 
artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones 
señaladas en la misma, que realice o en el que intervenga algún miembro del consejo de administración, 
administrador, directivo, funcionario, empleados, factor y apoderado. 

Para efectos de lo previsto por este artículo, se entenderá por transmisor de dinero, a la persona que, de 
manera habitual y a cambio del pago de una contraprestación, comisión, beneficio o ganancia, recibe en el 
territorio nacional derechos o recursos en moneda nacional o divisas, directamente en sus oficinas, o por 
cable, facsímil, servicios de mensajería, medios electrónicos o transferencia electrónica de fondos, para que 
de acuerdo a las instrucciones del remisor, los transfiera al extranjero, a otro lugar dentro del territorio nacional 
o para entregarlos en el lugar en el que los recibe, al beneficiario designado. 

Los reportes a que se refiere la fracción II de este artículo, de conformidad con las disposiciones de 
carácter general previstas en el mismo, se elaborarán y presentarán tomando en consideración, cuando 
menos, las modalidades que al efecto estén referidas en dichas disposiciones; las características que deban 
reunir los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo para ser reportados, teniendo en cuenta 
sus montos, frecuencia y naturaleza, los instrumentos monetarios y financieros con que se realicen, y las 
prácticas comerciales que se observen en las plazas donde se efectúen; así como la periodicidad 
y los sistemas a través de los cuales habrá de transmitirse la información. 

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en las citadas reglas generales emitirá los 
lineamientos sobre el procedimiento y criterios que las personas que realicen las actividades a que se refiere 
el artículo 81-A y los transmisores de dinero deberán observar respecto de: 

a. El adecuado conocimiento de sus clientes y usuarios, para lo cual aquéllas deberán considerar los 
antecedentes, condiciones específicas, actividad económica o profesional y las plazas en que operen; 



b. La información y documentación que dichas personas que realicen las actividades a que se refiere el 
artículo 81-A y los transmisores de dinero deban recabar para la apertura de cuentas o celebración de 
contratos relativos a las operaciones y servicios que ellas presten y que acredite plenamente la identidad 
de sus clientes; 

c. La forma en que las mismas personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los 
transmisores de dinero deberán resguardar y garantizar la seguridad de la información y documentación 
relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, 
operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, y 

d. Los términos para proporcionar capacitación al interior de las personas que realicen las actividades a 
que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero sobre la materia objeto de este artículo. Las 
disposiciones de carácter general a que se refiere el presente artículo, señalarán los términos para su debido 
cumplimiento. 

Las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero 
deberán conservar, por al menos diez años, la información y documentación a que se refiere el inciso c) del 
párrafo anterior, sin perjuicio de lo establecido en éste u otros ordenamientos aplicables. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facultada para requerir y recabar, por conducto del 
Servicio de Administración Tributaria, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y 
servicios a que se refiere la fracción II de este artículo. Las personas que realicen las actividades a que se 
refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, quienes estarán obligadas a proporcionar dicha 
información y documentación. 

El cumplimiento de las obligaciones señaladas en este artículo no implicará trasgresión alguna a la 
obligación de confidencialidad legal, ni constituirá violación a las restricciones sobre revelación de información 
establecidas por vía contractual. 

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este artículo deberán ser observadas por las 
personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, así como 
por los miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores 
y apoderados respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las personas mencionadas serán 
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones que mediante dichas disposiciones se establezcan. 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artículo será sancionada por el Servicio de 
Administración Tributaria, con multa de hasta 100,000 días de salario mínimo general diario vigente en el 
Distrito Federal, en términos de su Ley. 

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las personas que realicen las actividades a que se 
refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, así como a sus miembros del consejo de administración, 
administradores, directivos, funcionarios, empleados, factores y apoderados respectivos, así como a las 
personas físicas y morales que, en razón de sus actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas 
entidades financieras incurran en la irregularidad o resulten responsables de la misma. 

El Servicio de Administración Tributaria tendrá la facultad de supervisar, vigilar e inspeccionar el 
cumplimiento y observancia de lo dispuesto por este artículo, así como por las disposiciones de carácter 
general que emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en términos del mismo. 

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Servicio de Administración 

Tributaria, las personas que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de 
dinero, sus miembros del consejo de administración, administradores, directivos, funcionarios, empleados, 
factores y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los reportes y demás documentación e 
información a que se refiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las facultadas expresamente 
en los ordenamientos relativos para requerir, recibir o conservar tal documentación e información. La violación 
a estas obligaciones será sancionada en los términos de las leyes correspondientes. 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 



México, D.F., a 28 de diciembre de 2003.- Sen. Enrique Jackson Ramírez, Presidente.- Dip. Juan de 
Dios Castro Lozano, Presidente.- Sen. Sara I. Castellanos Cortés, Secretario.- Dip. Ma. de Jesús Aguirre 
Maldonado, Secretario.- Rúbricas". 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los veintidós días del mes de enero de 
dos mil cuatro.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Santiago Creel Miranda.- 
Rúbrica. 

 

 

RESOLUCION por la que se modifican los artículos primero, segundo, quinto y séptimo de la autorización 
otorgada a Bank One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, para organizarse y operar como institución de 
banca múltiple filial. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda  

y Crédito Público.- Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público.- Unidad de Banca y Ahorro. 

RESOLUCION UBA/117/2003 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de la Unidad de Banca y Ahorro, con fundamento en 

lo dispuesto por los artículos 31 fracción XXV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 45-C 

de la Ley de Instituciones de Crédito, en ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 27 fracción 

XXVI del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y en atención a los siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. Bank One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, en adelante Bank One México, es una 

institución de banca múltiple filial autorizada por esta Secretaría para organizarse y operar de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 45-C de la Ley de Instituciones de Crédito, cuya 

Resolución fue modificada por última vez mediante oficio 101.-1216 de fecha 5 de octubre de 1999. 

2. Bank One México, mediante diversos escritos, el último de ellos de fecha 18 de noviembre de 2002, 

solicitó autorización de esta Secretaría para modificar sus estatutos sociales, a fin de reflejar los 

cambios requeridos en el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, publicado en el Diario Oficia de la Federación 

el día 4 de junio de 2001. 

3. Mediante oficio número DGBA/DGABM/916/2002 de fecha 13 de diciembre de 2002, esta Secretaría 

aprobó la modificación estatutaria señalada en el numeral anterior. Asimismo, con el fin de cumplir 

con las formalidades y criterios aplicables a las instituciones de banca múltiple filiales, contenidos en 

las Reglas para el Establecimiento de Filiales de Instituciones Financieras del Exterior, se requirió a 

Bank One México, entre otros documentos, la presentación de la documentación debidamente 

apostillada que acreditara que su accionista mayoritario, First Chicago International Finance 

Corporation, cambió su denominación por la de Bank One International Holdings Corporation. 

4. Bank One International Holdings Corporation y Bank One México, mediante escrito de fecha 14 de 

mayo de 2003, solicitaron autorización de esta Secretaría para modificar el artículo sexto de los 

estatutos sociales de Bank One México, en razón del aumento en su capital social por la cantidad 

equivalente a EUA $30’000,000.00 (treinta millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de 



América 00/100), calculada en pesos mexicanos conforme al tipo de cambio para solventar 

obligaciones denominadas en moneda extranjera dentro de la República Mexicana, que publique el 

Banco de México el día hábil anterior a que la asamblea general extraordinaria de accionistas de 

Bank One México tuviese lugar. 

5. Mediante oficio UBA/AIBM/454/2003 de fecha 3 de julio de 2003, esta Unidad Administrativa solicitó 

la opinión de la Dirección General Adjunta de Análisis Financiero y Vinculación Internacional respecto 

de la modificación estatutaria señalada en el numeral anterior. 

CONSIDERACIONES 

1. Que Bank One México presentó a esta Secretaría una comunicación apostillada y traducida del 

Banco de la Reserva Federal de Chicago, de fecha 3 de marzo de 2003, en la cual consta que su 

accionista mayoritario, First Chicago International Finance Corporation, cambió su denominación por 

la de Bank One International Holdings Corporation; 

2. Que mediante oficio número DGBA/AIBM/278/2003 de fecha 10 de abril de 2003, esta dependencia 

tomó nota de la entrega de la documentación señalada en el numeral anterior; 

3. Que mediante oficio UBA/DGAAF/059/2003 de fecha 15 de julio de 2003 la Dirección General 

Adjunta de Análisis Financiero y Vinculación Internacional manifestó no tener inconveniente, desde el 

punto de vista financiero, para que se aprobara la modificación estatutaria a que hace referencia  

el numeral 4 de los antecedentes del presente oficio; 

4. Que mediante oficio número UBA/DGABM/675/2003 de fecha 8 de septiembre de 2003, esta 

Secretaría aprobó la modificación al artículo sexto de los estatutos sociales de Bank One (México), 

S.A., en razón del aumento en su capital social, a fin de quedar en la cantidad de $522’242,000.00 

(quinientos veintidós millones doscientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 M.N.); 

5. Que en virtud de lo señalado en los numerales 3 y 4 de los antecedentes, así como en las 

consideraciones 2 y 4 del presente oficio, es necesario modificar los artículos primero, segundo, 

quinto y séptimo de la autorización otorgada a Bank One México para organizarse y operar como 

institución de banca múltiple filial; 

6. Que el sector financiero debe contribuir de manera fundamental al financiamiento del crecimiento 

económico en México; 

7. Que en razón a lo dispuesto en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, como parte de  

un crecimiento sostenido y dinámico, el gobierno promoverá el fortalecimiento del círculo  

ahorro-inversión; 

8. Que conforme a las premisas del Programa Nacional de Financiamiento del Desarrollo 2002-2006, 

un sistema financiero sólido y eficiente es imprescindible para alcanzar tasas de crecimiento 

económico vigorosas y sostenidas en el mediano plazo, y 

9. Que se requiere impulsar el desarrollo del marco de libre concurrencia y competencia en el sector 

financiero, que permita otorgar esquemas de crédito, que atiendan a todos los sectores, y que 

garantice, en la práctica, que los frutos de un mejor entorno macroeconómico lleguen a la población  

y se traduzcan efectivamente en mayor bienestar, se expide la siguiente: 



RESOLUCION POR LA QUE SE MODIFICAN LOS ARTICULOS PRIMERO, SEGUNDO, QUINTO Y SEPTIMO DE LA 

AUTORIZACION OTORGADA A BANK ONE (MEXICO), S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, PARA 

ORGANIZARSE Y OPERAR COMO INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE FILIAL. 

RESOLUCION 

UNICO.- Se modifican los artículos primero, segundo, quinto y séptimo de la autorización otorgada a Bank 

One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, para organizarse y operar como Institución de Banca 

Múltiple Filial, para quedar dicha autorización, íntegramente, en los siguientes términos: 

PRIMERO.- En uso de la facultad que al Gobierno Federal confiere el artículo 45-C de la Ley de 

Instituciones de Crédito, esta Secretaría autoriza la organización y operación de una institución de banca 

múltiple filial que se denominará Bank One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple. 

SEGUNDO.- El capital social de Bank One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, será de 

$522’242,000.00 (quinientos veintidós millones doscientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 M.N.). 

TERCERO.- El domicilio de Bank One (México), S.A., Institución de Banca Múltiple, será la Ciudad de 

México, Distrito Federal. 

CUARTO.- La autorización a que se refiere la presente Resolución es, por su propia naturaleza, 

intransmisible. 

QUINTO.- Bank One International Holdings Corporation será propietaria, en todo tiempo, de acciones que 

representen, por lo menos, el cincuenta y uno por ciento del capital social de Bank One (México), S.A., 

Institución de Banca Múltiple. 

SEXTO.- Derogado. 

SEPTIMO.- En lo no señalado expresamente en esta Resolución, Bank One (México), S.A., Institución de 

Banca Múltiple, se ajustará a las disposiciones del capítulo XIV de Servicios Financieros del Tratado de Libre 

Comercio de América del Norte, a la Ley de Instituciones de Crédito, a las Reglas para el Establecimiento de 

Filiales de Instituciones Financieras del Exterior y a los lineamientos que respecto a sus operaciones emita el 

Banco de México, así como a la inspección y vigilancia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

TRANSITORIO 

UNICO.- La presente Resolución surtirá efectos al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  

de la Federación. 

Atentamente 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D.F., a 6 de noviembre de 2003.- En términos de lo establecido por el artículo 27 último párrafo 

del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el Director General Adjunto de Banca 

Múltiple, Armando David Palacios Hernández.- Rúbrica.- El Director General Adjunto de Análisis Financiero 

y Vinculación Internacional, Sadi Lara Reyes.- Rúbrica. 

(R.- 190484) 


